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1.- VISTOS

Se pronuncia la Sala sobre el  recurso de apelación interpuesto por el señor CARLOS ALBERTO HIGUITA MORENO contra el auto interlocutorio proferido el dieciséis (16) de septiembre del corriente año, por medio de la cual el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira revocó la prisión domiciliaria que se le había concedido.

2.- PROVIDENCIA

El INPEC, por medio de la persona encargada de verificar las condiciones en que se cumplía la prisión domiciliaria, informó que el señor CARLOS ALBERTO HIGUITA MORENO -sujeto a tal sustituto- no fue encontrado en su lugar de residencia el día diecinueve (19) de agosto de dos mil cinco (2005).

Frente a lo anterior,  el despacho obtuvo la versión del sentenciado, quien informó que una tía suya que desconocía que él se encontraba cobijado con tal medida, pensó que lo iban a detener y por ello, decidió mentir al asegurar que no se encontraba en la residencia por haber salido a buscar trabajo.

Tal explicación no fue de recibo para el Juzgado, ya que al momento de suscribirse la diligencia de compromiso para acceder al sustituto, se consignó claramente la dirección donde iba a permanecer el interno, sin que hiciera referencia a que estaría en la segunda planta, a sabiendas de que en cualquier momento sería visitado para corroborar el cumplimiento de la pena. Además, no se explicaba cómo no advertía a los moradores que estaba bajo la figura de la prisión domiciliaria.

Estimó que en efecto, se había producido el abandono temporal del sitio de reclusión, ya que no podía simplemente salir de su casa así fuera para buscar trabajo, según lo indicó la persona que atendió al funcionario del INPEC, con lo cual había incumplido los compromisos adquiridos al momento de serle concedido el beneficio por parte del Juzgado que conoció su caso.

En consecuencia, revocó la prisión domiciliaria y dispuso el traslado inmediato del señor HIGUITA MORENO hasta las instalaciones del centro de reclusión de esta ciudad.

3.- recurso

En el escrito pertinente, el sentenciado plasma una vez más la versión suministrada respecto a la tía que atiende al funcionario del INPEC, pero por temor a que se produzca su aprehensión, informa que su sobrino se encuentra buscando trabajo, cuando él se encontraba en la segunda planta durmiendo. Deja claro que tal familiar desconocía su problema personal de estar detenido en su residencia.

Se muestra extrañado frente a la actitud radical del Juzgado y critica el informe rendido en cuanto no se individualiza a quien atendió al funcionario carcelario, ya que fue él quien puso en conocimiento que se había entrevistado con su tía. Tampoco se tomó la molestia quien verificó el cumplimiento de la medida, de tocar en la segunda planta, donde seguramente él mismo hubiera abierto la puerta. Se pregunta el por qué no se llamó a declarar a su pariente, además, afirma que no le pareció necesario aclarar que su residencia quedaba en el segundo piso.

Estima que todo se debió a un descuido por parte del funcionario al no atreverse a golpear la puerta del segundo piso y, por tanto, solicita la revocatoria de la decisión y se tenga en cuenta su calidad de padre y esposo, para que sea enviado nuevamente a su núcleo familiar.

4.-  SE CONSIDERA 

La prisión domiciliaria constituye un mecanismo PARALELO a la privación efectiva intramuros. Esta figura sólo es aplicable en excepcionales casos en los que, aparte de los requisitos procesales, las condiciones familiares y personales del procesado permiten inferir que no  pondrá en peligro a la comunidad. 

Ese paralelismo se puede predicar porque ambas figuras exigen la limitación a la posibilidad de deambular libremente, lo que varía es la  laxitud que la domiciliaria presenta frente a la reclusión en un centro carcelario, así lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

Independientemente de ese carácter sustitutivo, la prisión domiciliaria consagra marcadas diferencias con el régimen intramural de privación de la libertad: si bien una y otro constituyen un límite al derecho fundamental de locomoción de los privados de la libertad, la prisión contempla una mayor injerencia de la autoridad pública (carcelaria) en el ámbito personal del condenado. La existencia de reglamento interno (artículo 53 de la ley 65 de 1993), la obligatoriedad del trabajo (artículo 79), la regulación de las comunicaciones y visitas (artículos 11 y 112), el  procedimiento disciplinario (artículo 116 y ss), el aislamiento como medida preventiva (artículo 126), entre otros, constituyen régimen que en la práctica diferencian las condiciones de ejecución de la sanción en el establecimiento carcelario, frente a la autonomía de que goza en este campo quien cumple la pena en su domicilio, al punto de comportar mayor laxitud en los controles que regulan la vida en prisión, y posibilitar al condenado la libertad de determinar aspectos relacionados con su cotidiana existencia
. (lo resaltado es nuestro) 
Después de esta introducción, es indiscutible que la prisión domiciliaria -beneficio del que gozaba el sentenciado-, constituye una benévola forma de tratamiento, pero, se insiste, implica necesariamente la limitación a la libertad de locomoción.

Tal beneficio conlleva unas obligaciones recíprocas a las cuales se compromete el penado al momento de su concesión. Precisamente una de ellas es la de permitir la entrada a la residencia a los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás condiciones de seguridad impuestas en la sentencia, por el funcionario judicial encargado de la vigilancia de la pena y la reglamentación del INPEC. (art. 38. 3. 5. Código Penal).

Ello conlleva que se determine de manera precisa el sitio donde se va a cumplir la medida, por lo cual, no debe el INPEC hacer esfuerzos adicionales para ubicar el sitio de reclusión particular, dado que su obligación consiste simplemente en verificar que el interno se encuentre en el sitio señalado.

Así procedió el funcionario del INPEC al desplazarse personalmente a la dirección anotada. No cabe entonces la censura que se pretende realizar por parte del sentenciado sobre no haber llegado hasta la segunda planta y tocado la puerta. Ello no era necesario, porque no hubo confusión y al obtener la información de buena fuente que establecía que el sancionado había abandonado su residencia, no tenía razón para realizar otras actividades para verificar lo que de por sí ya era evidente, que el señor HIGUITA MORENO no se encontraba allí.

La explicación rendida por el recluso, debe entenderse como una habilidosa forma de ejercer su derecho de defensa, pero no alcanza a controvertir la realidad de su abandono del sitio de detención, porque aceptándose en gracia de discusión que en verdad estuviera en ese inmueble, habría sido lo normal que su pariente le hubiere comentado que por parte de un funcionario de prisiones había sido requerido, con lo cual se hubiera podido aclarar ipso facto la situación, antes que esperar la decisión judicial que dispuso escuchar su versión.

En ese orden de ideas, debe la Sala manifestar que no son consecuentes con el espíritu del legislador los argumentos esgrimidos por el impugnante, pues al sentenciado HIGUITA MORENO se le brindó una posibilidad a la que muy pocos detenidos logran acceder como es la casa por cárcel; sin embargo, no contento con ello, decidió abandonar dicho establecimiento carcelario subsidiario que le fue otorgado, lo que constituye, ni más ni menos, un incumplimiento injustificado de las obligaciones contraídas, que apareja sin lugar a dudas la revocatoria del beneficio y el cumplimiento de la pena dentro del establecimiento carcelario. 

Ante la claridad del asunto y sin que hubieran surgido argumentos jurídicos contundentes que despejaran alguna vulneración de derechos fundamentales, la decisión impugnada merece confirmación.

4.- DECISIÓN 

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el proveído objeto de revisión en virtud del recurso de apelación interpuesto.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE  Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE             VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

   WILSON FREDY LÓPEZ
      Secretario de la Sala           

� Sala de Casación Penal. Auto del dieciocho de septiembre de 2001. M.P. Fernando Arboleda Ripoll. 


� Tan cierto es, que se requiere, lo mismo que en la prisión intramuros, su cabal cumplimiento durante el término estricto consagrado por el juzgador.
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